Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
Es la hora 15 y 51 minutos) 


Continuando con el tratamiento del Presupuesto Quinquenal para los años 2005-2009, en la tarde de hoy recibimos al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social a los efectos de presentarnos su Presupuesto —el correspondiente al Inciso 13, que abarca desde el 
artículo 294 hasta el 303- y realizar los planteos que estimen pertinentes. 


Sin más trámite, le cedemos el uso de la palabra al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor Eduardo Bonomi. 
SEÑOR MINISTRO..- En primer lugar, voy a hacer una breve introducción y después me referiré al articulado. 


Cuando empezamos a estudiar el Presupuesto, nos fijamos tres prioridades sobre las cuales trabajamos después. Estas 
prioridades fueron, en primer lugar, la negociación colectiva y los consejos de salarios; en segundo término, la Inspección General 
de Trabajo y Seguridad Social, es decir, la necesidad de fortalecer las inspecciones de trabajo y, en tercer lugar, las políticas de 
empleo. 


En este sentido, nos encontramos con que teníamos dificultades. Digo esto porque, en otra ocasión, cuando se había comenzado a 
trabajar en los consejos de salarios, entre los del Ministerio y los que se podían pasar en comisión, se llegó a contar con 110, 115 Ó 
120 abogados, mientras que nosotros teníamos 16 y, además, dificultades para concretar los pases en comisión. 


Por lo tanto, necesitábamos crear una estructura y tuvimos que hacerla sobre la base del Presupuesto asignado para el 2004, que 
se reiteraba en el 2005. Pudimos solucionar las cosas a partir del apoyo de la OIT, que contrató asesores, y del Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo que, a su vez, contrató 30 negociadores. 


Con estos 33 ó 34 nuevos abogados, peritos en relaciones laborales, contadores o escribanos, más algunas modificaciones —pases 
en comisión- que hicimos dentro del Ministerio, pudimos empezar con los consejos de salarios y nos planteamos incorporar al 
Ministerio ese equipo a partir del nuevo Presupuesto; esto está planteado así. 


Con respecto a las inspecciones debo señalar que, desde el primer momento en que empezamos a trabajar —antes de haber 
asumido- nos reunimos con empresarios y trabajadores. En esas reuniones constatamos que el reclamo unánime tenía que ver con 
el combate a la informalidad y, sobre todo, la gran informalidad. O sea, no me refiero a la informalidad de quienes se tienen que 
inventar un trabajo para poder vivir —que también implica un combate- sino a que lo que más se reclamaba por parte de las 
cámaras empresariales y de los sindicatos, era la lucha contra esa informalidad que, en los hechos, es una forma de competencia 
desleal, que incluso afecta las normas de seguridad y salud de los trabajadores. Revisando las estadísticas observamos que la 
mayor parte de los accidentes en general, y de los accidentes que terminan con la muerte del trabajador, se producen en 
actividades vinculadas a la informalidad. Por ese motivo, era necesario establecer esa prioridad. 


Las actividades tienen que ver con la forestación, la construcción y la industria, prácticamente por tercios. Así queda reflejado en 
las estadísticas de 2003 y 2004 mientras que en el año 2005 los accidentes aumentan y el nivel de mortalidad confirma que en 
esos rubros se produce la mayor cantidad de accidentes. Por estas razones, también establecimos como prioritario mejorar la 
inspección de trabajo. 


El tercer punto prioritario tiene que ver con el empleo. En este tema, entendíamos que las políticas que se llaman de empleo que se 
han llevado adelante, fundamentalmente, a partir de 1991 y 1992, en realidad, significan la financiación del desempleo. Me refiero a 
que, por la vía de la extensión en el tiempo del seguro de desempleo o mediante cursos que se dictan con un cobro de viáticos, en 
los hechos, muy poca gente se podía reconvertir para encontrar otro empleo. Debido que se mantenía el nivel de desempleo, 
consideramos necesario establecer también una prioridad en este sentido. 


En este tema encontramos que lo que planteamos como solicitud en el Presupuesto todavía no nos soluciona el problema. Por esta 
razón, este punto lo vamos a discutir luego de la instancia presupuestal, concretamente, en el marco de la reforma del Estado 
vinculada con la situación del personal en general. 


Ese planteamiento inicial de intercambio a nivel del Poder Ejecutivo, en líneas generales, fue aceptado e incorporado, sobre todo, 
lo que tiene que ver con la inversión. A este respecto, solicitábamos 32:000.000 y se nos concedió 30:000.000. 


Como dije antes, lo que no está contemplado —porque así se acordó con el Poder Ejecutivo—- y se va a discutir después del 
Presupuesto, es lo que tiene que ver con el personal en general del Estado, tema sobre el cual nos hemos planteado una 
elaboración posterior. 


En general esta es la manera en que, de acuerdo con lo que nos proponíamos, tenemos dibujado el Presupuesto. Resta por 
ingresar al análisis del articulado en particular, para lo que solicito que se dé la palabra a la doctora Tejera. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 294 refiere a los bienes inmuebles del ex Instituto Nacional de Abastecimiento, que fue suprimido a 
través de los artículos 378, 379 y 380 de la Ley N*17.296, de 21 de febrero de 2001. Por medio de estas disposiciones se 
derogaron todas aquellas que establecían funciones, deberes y facultades del mismo. Las referidas normas establecieron que el 
Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, designaría al liquidador del INA y reglamentaría el 
proceso de liquidación de su patrimonio para determinar el pasivo y su cancelación, establecer sus créditos y su efectiva 
realización, así como para enajenar sus bienes. El artículo 18 del Decreto Reglamentario N“459/01, de 27 de noviembre de 2001, 
dice que el liquidador es quien debe gestionar la enajenación de sus bienes muebles e inmuebles, destinando los recursos 
obtenidos a cubrir los costos generados por las tareas de liquidación y al pago del pasivo pendiente. Con fecha 15 de marzo de 
2001 fue nombrado por el Poder Ejecutivo el señor Rodrigo Goñi como liquidador. Del informe preliminar presentado por este último 


surge que, los procedimientos empleados -llamados público oferentes- no dieron los resultados esperados, especialmente por los 
hechos económicos ocurridos en el país que motivaron el desistimiento de interesados. De todas maneras —dice el informe- el uso 
que de los mismos están haciendo actualmente importantes reparticiones estatales, llevan a concluir que lo más conveniente 
resulte su enajenación por parte del propio Estado. Con fecha 31 de agosto de 2004 se dio cese al nombramiento del liquidador, no 
quedando legalmente un representante hábil. Como consecuencia de lo antes expuesto, en principio se entiende que dichos 
inmuebles, al no ser enajenados en la forma prevista por la ley, se encuentran en una situación jurídica indefinida, ocupados por 
diferentes reparticiones estatales. Con este artículo pretendemos, precisamente, resolver esa situación de indefinición. 


El artículo 295 refiere a los profesionales y técnicos que se encuentran en Comisión en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
desde el año 1985 y que prestan funciones en la Dirección Nacional de Trabajo, sobre todo en la de Salarios. Lo que estamos 
habilitando aquí es la posibilidad de que quienes se desempeñan en el Ministerio desde hace tantos años en Comisión, se 
incorporen al mismo. 


Por el artículo 296 se establece la posibilidad de contratar, a partir de la promulgación de la Ley, a 35 profesionales que son los que 
actualmente están desempeñándose en los Consejos de Salarios y que fueron contratados por el PNUD. Como el contrato finaliza 
el 31 de diciembre de 2005 nos encontraríamos con que a partir de enero de 2006 volveríamos a estar sin profesionales. 
Entendemos que la puesta en marcha de este mecanismo de negociación requiere, para su funcionamiento, de la asignación de 
recursos humanos permanentes y de recursos financieros para atender las necesidades de equipamiento e infraestructura 
correspondientes. 


El artículo 297 tiene que ver con la Dirección Nacional de Empleo y el señor Ministro se va a referir a él. 


SEÑOR MINISTRO.- Este artículo tiene relación con lo que había dicho recién respecto a que modificábamos las políticas de 
empleo estableciendo tres grandes tareas en la Dirección Nacional de Empleo. La primera tiene que ver con los servicios de 
empleo; la segunda, con la capacitación profesional —esto ha sido lo tradicional-; y la tercera, con la creación de puestos de trabajo, 
alentando la formación de micro empresas o emprendimientos productivos que puedan generar puestos de empleo directos. Esto lo 
vinculamos a las políticas de empleo que este Gobierno se está planteando, que concretamente prevé cinco subprogramas de 
empleo y que en tres de ellos nuestra Cartera sea la Unidad Ejecutora. Estamos hablando de la formalización del trabajo, la 
bancarización y la internacionalización del trabajo que sería la vinculación de las propuestas, los proyectos de creación de micro 
empresas o pequeñas empresas vinculándolos al sistema financiero o a alguna forma de financiación. Dentro de éste estaría el 
tercer subprograma de empleo, que se refiere a la recuperación de la capacidad ociosa instalada en el país. Nosotros 
planteábamos la posibilidad de, a partir de la cooperación internacional BID, de cooperación española o italiana- tener al Ministerio 
de Trabajo como ventanilla de entrada de los proyectos. Esto ha sido manejado por el Gobierno, actuando en conjunto con la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, la Asesoría Macroeconómica Financiera, el Ministerio de Industria, Energía y Minería, el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y el Ministerio de Trabajo. Justamente, esto tiene que ver con el artículo que 
mencionaba la doctora Tejera. 


SEÑORA NARDUCC!L.- Me voy a referir al artículo 299, que establece la creación de cuarenta cargos de funciones contratadas en 
el Escalafón D, Especializado, para la función inspectiva, en la División Condiciones Ambientales de Trabajo, que es el área 
específica de la Inspección que controla las condiciones de seguridad y salud en todos los lugares de trabajo en cualquier lugar del 
territorio nacional. 


Como todos saben, la Inspección de Trabajo tiene una función predominantemente social a cumplir en materia de fiscalización de 
derechos laborales y esto incluye la protección del derecho a la vida a partir del control de las normas de prevención de riesgos 
laborales. Actualmente la estructura de cargos en esa División, que se denomina Condiciones Ambientales de Trabajo, hace que 
cuente con apenas 28 inspectores para todo el territorio nacional. 


Estamos solicitando la incorporación de nuevos cargos de Inspectores de Trabajo para poder tener una estructura en materia de 
recursos humanos acorde a las necesidades de fiscalización. Además, simultáneamente, estamos pidiendo otro tipo de refuerzos 
en materia de infraestructura, para que la Inspección pueda contar con el equipamiento necesario —incluso en materia de vehículos 
que permitirán llegar a cualquier lugar del territorio nacional, en forma especial, al medio rural- de forma tal de poderla dotar de 
estas condiciones para el cumplimiento de su función. Quiero aclarar que originalmente, este artículo venía acompañado de otros 
que también establecían la creación de cargos de asesores legales, para que la Inspección de Trabajo pudiera tener un 
pronunciamiento rápido y efectivo sobre las actuaciones de los inspectores. Como sabemos, la reestructura del Estado se va a 
producir a partir de las próximas leyes de Rendiciones de Cuentas y en el período quinquenal, en consecuencia, hoy tenemos el 
artículo 299 que consagra solamente la creación de 40 cargos de inspectores de trabajo, para la División específica. En ese 
sentido, en esta reunión, vamos a hacer entrega de un artículo sustitutivo que no altera en nada la asignación de recursos 
establecida ya por la creación de estos 40 cargos, pero que va a darle mejores condiciones, en materia operativa, a la Inspección 
de Trabajo. Reitero, que estamos planteando un artículo sustitutivo que contempla la necesidad de un incremento del 100% y más 
de los cargos de inspectores de trabajo para el área específica pero, además, brindará los otros recursos humanos necesarios para 
la calidad de las actuaciones de la Inspección de Trabajo. Estamos hablando de cargos de abogados que puedan resolver el 
trabajo que se incremente en función de las actuaciones de estos inspectores que ingresarán en el futuro próximo, así como 
también un cargo de ingeniero químico y un especialista en estadísticas. Esto permitirá no sólo el seguimiento de las actuaciones 
de inspección, sino también el asesoramiento necesario en temas de seguridad y salud. Con respecto a esta disposición sustitutiva 
del artículo 299, quiero señalar que establece lo siguiente: "Créase en la Unidad Ejecutora 007, Inspección General del Trabajo y 
de la Seguridad Social, del Programa 07, Contralor de la legislación laboral y de la seguridad social, cuarenta funciones contratadas 
que serán asignadas de la siguiente forma: 30 cargos de Inspectores de Trabajo con destino a la División Condiciones Ambientales 
de Trabajo de esa Inspección, Escalafón d, Grado 8, 7 Asesores Legales de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad 
Social, un Ingeniero Químico, para la Asesoría de Condiciones Ambientales de Trabajo, de la Inspección del Trabajo, Escalafón d.a, 
Grado 10 y un especialista en estadísticas para el seguimiento integral de orden laboral, en apoyo a la Dirección de la Inspección 
General del Trabajo, Grado 10, Escalafón a. Todos los cargos serán incorporados previo concurso de oposición y méritos." Vamos a 
dejar esta redacción sustitutiva, a consideración de los señores Senadores. 


Hecha esta consideración, correspondería pasar al artículo 300. Esta disposición establece lo siguiente: "Créase en la órbita de la 
“Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social * el Registro de Empresas Infractoras, que funcionará en dicha unidad 
ejecutora de acuerdo a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo." Obviamente que para persuadir en el cumplimiento de la 


normativa laboral a los empresarios, la Dirección debe recurrir con mucha frecuencia a la amonestación o a la aplicación de 
sanciones que implican el pago de multas. Actualmente, la Inspección no cuenta con un registro de empresas infractoras, lo cual es 
necesario para graduar de alguna forma la reincidencia de la aplicación de multas por el incumplimiento de la normativa laboral. 
Entonces, estamos presentando este artículo para poder implementar y poner en marcha el Registro de Empresas Infractoras que 
funcionará en la órbita de la Inspección, de acuerdo a una reglamentación que dictará el Poder Ejecutivo oportunamente. 


El artículo 301 establece que se faculta al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a otorgar facilidades de pago por las multas que 
la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social impone a las empresas incumplidoras. 


Entonces, este artículo ofrece la posibilidad de que aquellas empresas que deben ser sancionadas por incumplimiento de la 
normativa laboral entre 50 y 100 Unidades Reajustables, podrán realizar convenios de pago con la Inspección General del Trabajo, 
con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, hasta en tres cuotas, y aquellas que deban ser sancionadas con multas que 
excedan las 100 Unidades Reajustables, podrán realizar convenios con dicha Inspección que no podrán exceder los 12 meses. Se 
establecen algunas pautas para la realización de los convenios, pero es importante destacar que la Inspección General del Trabajo 
no tiene, hasta la fecha —obviamente, por eso estamos intentando introducir esta modificación en el régimen de sanciones- una 
posibilidad de ofrecer convenios para el pago de esas multas. Con mucha frecuencia, las empresas que vienen a pagar sus multas, 
nos solicitan la posibilidad de efectuar estos convenios. De esta manera venimos a contemplar un planteo concreto de las 
empresas, que quieren establecer fórmulas de pago en cuotas diferidas en los meses. Como ustedes pueden observar, el convenio 
de pago podrá caducar cuando se registren atrasos de tres meses en el calendario de pago desde el vencimiento de cualquier 
cuota. En este caso, el régimen de convenio se va a considerar anulado y se descontará el pago realizado hasta ese momento. Las 
acciones judiciales que se hubieren iniciado para el cobro de las multas quedarán en suspenso mientras se mantenga la vigencia 
del convenio celebrado, porque la Inspección General del Trabajo puede iniciar acciones judiciales y embargar las cuentas 
bancarias de la empresa. Por lo tanto, este convenio no inviabiliza esa potestad de la Inspección mencionada, sino que la deja, de 
alguna manera, bloqueada, hasta tanto la empresa cumpla con el pago de sus multas. 


El artículo 302 establece que aquellas empresas que realicen el trámite de clausura de sus actividades ante la Inspección General 
del Trabajo, pasados los 60 días en que esto se haya producido, deberán pagar una multa equivalente a 1 y % UR y el producido 
por este concepto será vertido a Rentas Generales. 


SEÑORA TEJERA.- Entendemos que en este artículo existe un problema de redacción, porque es el producido por concepto de 
cobro de "esta multa" y no de "las multas", porque ello implicaría que todas las multas pasaran a Rentas Generales. 


SEÑORA NARDUCHI.- En el artículo 306 se establece que de acuerdo con el artículo 290 de la Ley N* 16.226, de 1991, se podrá 
facultar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a establecer un régimen de dedicación exclusiva de los Inspectores de Trabajo, 
de acuerdo con la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. Quiero destacar la importancia que tiene este artículo para la 
Inspección General del Trabajo y para el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en forma muy especial. La Inspección General 
del Trabajo, como dijimos, es el Organismo encargado de proteger los derechos de los trabajadores y en los últimos 15 años dicha 
Inspección ha sufrido un desmantelamiento muy importante de su capacidad operativa. Además, los Inspectores de Trabajo, a partir 
del año 1991 pasaron a tener un régimen laboral por el cual les es permitido tener un segundo empleo, siempre que este no tenga 
vínculo con la labor que realizan como funcionarios del Estado en materia de contralor de normas laborales. Esto ha sido motivo de 
observaciones que fueron presentadas ante organismos internacionales del trabajo, a la Organización Internacional del Trabajo, 
porque el Inspector de Trabajo debe ser exclusivo y debe poder volcar toda su capacidad laboral y toda su energía a la tarea 
exclusiva de asegurar que la protección de los trabajadores se cumpla efectivamente en todas las empresas. Estas observaciones 
que fueron realizadas por la Organización Internacional del Trabajo a la Administración de Trabajo en principio, y al Gobierno 
Nacional en forma inmediata posterior no han sido, hasta el momento, resueltas satisfactoriamente. Los Inspectores de Trabajo 
perciben una remuneración que no está acorde a la responsabilidad de la tarea que estos realizan, que es de enorme 
trascendencia social. 


En consecuencia, con este artículo se resolverá un tema que de alguna forma tiene al país observado por parte de la Organización 
Internacional de Trabajo y permitirá que a partir de la reglamentación que se dictará oportunamente la Inspección de Trabajo, el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuente con un cuerpo de inspectores de trabajo dedicados exclusivamente a la función de 
fiscalización de la normativa laboral que volcarán toda su energía a esta tarea, por la cual deben cumplir la función pública. 
Además, esto les permitirá contar con el tiempo necesario para aggiornarse en materia de técnicas de prevención de accidentes de 
trabajo y nuevas normas que se disponen en cuanto a las relaciones laborales. Como dije, se estará cumpliendo con esta 
observación que el país hasta la fecha no ha podido levantar desde el año 1999. Por lo tanto, tiene una enorme importancia la 
sanción de este artículo particularmente para la Inspección de Trabajo, aunque también para el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero agregar a toda esta argumentación que no se trata de un problema de energía o de que tenga más 
energía si desarrolla una sola tarea, sino de que si realiza tareas públicas y privadas, ello se presta para suspicacias y posibles 
problemas en la relación entre las funciones que cumple en el ámbito privado y en el público; incluso esto puede traer 
inconvenientes en el orden jurídico. Entonces, la recomendación es muy fuerte: que el inspector -no sólo de Trabajo, sino en 
general- tenga exclusividad, y ya no sólo por un problema de energía. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: la intención es evacuar algunas dudas que tenemos respecto al articulado que nos trae a 
consideración el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en primer lugar, con respecto al artículo 299 en el que se crean 40 
cargos de inspectores para condiciones ambientales de trabajo. 


Según tengo entendido, el contralor de la legislación laboral tiene claramente dos ramas determinadas; una es precisamente la de 
condiciones ambientales de trabajo, relativa a la norma de seguridad laboral y la otra tiene que ver con las condiciones particulares, 
es decir, cumplimiento de la jornada, pago en fecha de salario, etcétera, que corresponde al tema "condiciones generales de 
trabajo". Entonces, ¿por qué razón se crean esos 40 cargos dentro de las condiciones ambientales de trabajo y no se crean 
algunos dentro de la otra área, que también forma parte de las competencias? 


En segundo término, voy a preguntar algo con respecto al artículo 300. Según tengo entendido, el Registro de Infractores a nivel 
del Ministerio de Trabajo ya está creado. Por tanto, ¿cuál es el motivo por el que se lo crea nuevamente a través de este artículo 


del proyecto que viene aprobado por la Cámara de Diputados? 


El artículo 302 establece una nueva multa para quienes procedan a la declaración de la clausura después de 60 días del cese de 
actividades. Se dijo cuál era el cambio que se pretendía para el segundo inciso, pero no se nos señaló cuál es el fundamento de la 
multa, o sea, ¿por qué se pone una multa equivalente a 1y 1/2 UR pasado ese plazo, cuando en un principio uno podría pensar que 
si el mismo transcurre quizás se estén agotando las instancias en aras de que la empresa siga prestando sus actividades? Esto no 
hace más que complicar las cosas y que se sigan agotando las instancias para ver si puede continuar. 


Ese es un tema que en el correr de los últimos años hemos vivido en más de una oportunidad. En realidad, hemos vivido los dos 
casos, es decir, el de las empresas que cesan en sus actividades y demoran en declarar el cese por esas razones, y los casos en 
que no cesan en sus actividades o cesan desde el punto de vista formal porque la única forma que tienen de subsistir —por 
supuesto, en forma ¡legal- es dentro del informalismo. 


Estas son algunas de las dudas que queríamos poner a consideración de los representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, sin perjuicio de alguna otra que plantearemos luego de contestadas éstas. 


SEÑORA NARDUCC!I.- Con respecto a la interrogante vinculada con el artículo 299, en la introducción del artículo decía que la 
Inspección tiene dos áreas específicas: la División Condiciones Ambientales de Trabajo, que en la actualidad cuenta con apenas 28 
cargos de Inspectores de Trabajo para el control de las normas de prevención de riesgo laboral en todo el territorio nacional y la 
División Condiciones Generales de Trabajo, con respecto a la cual omití dar el número de Inspectores que ocupa esta División 
especializada y que son 87. A estos 87 Inspectores de Trabajo que tiene la División de Condiciones Generales le estamos 
sumando, por llamado a concurso de oposición y méritos, cargos vacantes de Inspector que no fueron convocados hasta la fecha. 
Por tanto, antes del 31 de diciembre de este año ingresarán 16 nuevos Inspectores, ya presupuestados, que se van sumar a los 87 
preexistentes. Además, de estos 16 nuevos Inspectores, algunos van a concursar para grados de ascenso dentro del escalafón 
inspectivo, es decir, van a dejar liberados cargos de ingreso a la función inspectiva también en la División Condiciones Generales 
de Trabajo. Es decir que se incrementa en manera importante el número de inspectores que tenemos en dicha División. Por lo 
tanto, tendremos una Inspección de Condiciones Generales de Trabajo con cerca de 100 cargos de inspectores y el área por la que 
estamos pidiendo la creación de estas funciones contratadas tendrá —si el Presupuesto así lo dispone- 58 inspectores para todo el 
territorio nacional. Es decir que hay una cantidad de inspectores en el área de Condiciones Generales bastante superior a la que 
tenemos planteada crear en materia de condiciones ambientales de trabajo. 


En cuanto a la creación del registro de empresas infractoras, pudimos aclarar esta inquietud cuando se procesó la discusión en la 
Cámara de Representantes, generándose la duda en el sentido de que ya existiera tal registro. Se buscaron las normas para poder 
aclarar el punto a los señores diputados y, en realidad, puedo decir que no existe un registro de empresas infractoras establecido 
en alguna norma. Lo que sí existe es la posibilidad de crear un registro de empresas infractoras pero que son amonestadas por la 
Inspección General del Trabajo. 


Lo que nosotros queremos hacer es un registro nacional que no tiene absolutamente nada que ver con otros registros que puedan 
estar siendo discutidos en este momento en otras esferas, como es el caso de los fueros sindicales. Aquí se trata exclusivamente 
de un registro en el cual quedarán asentadas las infracciones laborales, ya sea por amonestación, multa o clausura de las distintas 
empresas a lo largo de su historia laboral con relación a la Inspección de Trabajo. 


En lo que tiene que ver con el artículo 302 y las empresas que realizan el trámite de clausura, debo decir que las empresas, cuando 
se instalan, comienzan sus trámites ante los otros Organismos del Estado —como ser Dirección General Impositiva y Banco de 
Previsión Social- y finalizan en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y en la Inspección General a los efectos de obtener su 
planilla de contralor laboral. 


Cuando deben proceder a la clausura de sus actividades, tienen que desandar el camino y recorrer por el lado inverso, es decir, 
comienzan por la inspección, presentan la baja de sus actividades y luego pueden hacer sus respectivas comunicaciones al BPS y 
a la DGI. Muchas veces ocurre que la no comunicación del cese de sus actividades nos hace presumir que la empresa está en 
plena vigencia de su relación laboral, lo cual implica costos para la Inspección para el Estado porque, por ejemplo, en aquellos 
casos en que debemos comunicar la infracción a una normativa laboral con la imposición de una multa, el Ministerio debe disponer 
de los recursos necesarios para constituirse en la empresa, notificarle la multa y seguir con los procedimientos administrativos que 
correspondan. Entonces, de alguna manera se pone un límite a aquello que puede ser un desinterés de parte de la empresa por 
comunicar el cese de su actividad laboral, no sólo ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, sino también ante los restantes 
Organismos del Estado. Por lo tanto, exclusivamente tiene ese interés. 


SEÑOR MINISTRO..- Con respecto a la pregunta sobre el registro de infractores, cuando presentamos el Presupuesto en la Cámara 
de Representantes, el señor Diputado Iturralde formuló una pregunta parecida y mantuvimos un intercambio similar. Pero luego 
dicho Representante leyó algo que está referido al artículo 289, de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, que expresa que 
las infracciones a los convenios internacionales de trabajo, leyes, decretos, resoluciones, laudos y convenios colectivos, cuyo 
contralor corresponde a la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social, se sancionarán con amonestación, multa o 
clausura del establecimiento. Y el inciso segundo, a lo que hacía mención el señor Representante, expresa que la amonestación 
implica que la empresa pase a integrar el registro de infractores a las normas laborales. Por lo tanto, buscamos dónde estaba el 
registro, pero éste no está creado. Entonces, lo que nos planteamos es que se hacía mención a un registro que no existe y que, en 
consecuencia, habría que crearlo. El señor Representante Iturralde decía que quizá fuera conveniente redactar una norma que 
expresara que habría que implementar el registro mencionado en esta ley. Pero sea cual sea la redacción, queda claro que el 
registro no existe. 


SEÑOR HEBER.- He llegado a la reunión cuando estaban analizando el artículo 299 pero tenía preguntas para formular con 
respecto a las disposiciones anteriores que propone el Ministerio. En concreto, tenemos algunas preocupaciones con respecto al 
artículo 297, el cual es bastante extenso. 


Previo a ello, queremos hacer un comentario con respecto al artículo 296, en el cual se solicita la creación de Unidades Ejecutoras 
y, además, la posible contratación de 32 funciones en el Escalafón A, Técnico Profesional, y tres funciones contratadas en el 
Escalafón B, Técnico Profesional. 


Me parece mucho mejor la solución sustitutiva que trajeron para el artículo 299, que hace referencia a las 40 contrataciones de la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social. En esa redacción, el Ministerio plantea justamente un llamado a concurso, 
por oposición y méritos, de modo de dar esas contrataciones. 


El artículo 296 no trae una redacción sustitutiva para que se contraten de la misma forma y pienso que, en el caso de que el 
Ministerio esté de acuerdo, se podría incorporar algo similar. 


Por otra parte, tanto en el artículo 296 como en el artículo 299 se establecen este tipo de contrataciones. Entonces, pregunto si, a 
juicio del Ministerio, es factible realizar un llamado interno de funcionarios públicos que puedan reunir las condiciones que se 
exigen. Creo que puede haber funcionarios en régimen de pasantías o becarios, que comenzaron a prestar funciones siendo 
estudiantes, hoy están recibidos y quizás no estén conformes con la labor que realizan. Previo a contratar y aumentar la plantilla de 
funcionarios, ¿cree el Ministerio que es factible realizar un rápido llamado dentro de la Administración para ver si se presentan 
interesados que sean abogados o técnicos y que cumplan con todos los requisitos que se exigen? Pienso que se puede agotar esta 
vía, antes de proceder a una contratación. Esta es una pregunta que refiere a los dos artículos mencionados, con la salvedad que 
en el artículo 296 se podría agregar que la designación definitiva de estas contrataciones se realice por concurso. Creo que esto 
está en la misma línea de lo que considera la fuerza política que hoy está en el Gobierno y muchos de nosotros estamos de 
acuerdo en que, si hay que proveer esos cargos, se lo haga a través de un concurso. Sin embargo, reitero, me parece que dentro 
del Estado hay una cantidad de fuerza laboral que está desperdiciada, por lo que estimo conveniente la realización de este llamado 
previo. 


Por otra parte, el artículo 297 me resulta bastante complejo. Según me han expresado mis compañeros de bancada, dentro de los 
tres objetivos que el señor Ministro narró, al comienzo de su exposición, se encuentran el de las políticas públicas activas de 
empleo y el de las políticas activas de trabajo. En el marco de este artículo 297, la primera pregunta que nos gustaría realizar es si 
esto es meramente declarativo. Si no lo es: ¿cuáles son las políticas activas de empleo o de trabajo? Nos gustaría saber si el señor 
Ministro tiene, al menos, un bosquejo para, luego, sí, aprobar el literal A) del artículo 297 que establece: "Diseñar, evaluar, gestionar 
y efectuar el seguimiento y la evaluación de las políticas públicas activas de trabajo y empleo y formación profesional". En este 
sentido, quisiera saber si el Ministerio sabe qué camino seguir. Quizás es el propio artículo el que genera esa política pero, 
igualmente, nos gustaría conocer el diseño que ha realizado la Cartera con respecto a este punto. 


Por su parte el literal B) establece: "Asesorar en la programación y ejecución de planes migratorios del sector laboral." Con 
respecto a este literal nos interesa saber si la intención del Ministerio es provocar la descentralización del empleo para fortalecerlo 
en el interior. ¿Cuál es la idea del Ministerio para equilibrar lo que está desequilibrado? Sería bueno que se nos diera un bosquejo 
sobre cuáles pueden ser esos planes migratorios que -lamentablemente- hasta ahora han sido del interior a la ciudad. 


En el literal C) se habla de programar, ejecutar y coordinar planes de colocación para grupos especiales de trabajadores. ¿El señor 
Ministro nos podría decir qué quiere decir "grupos especiales"? ¿Se trataría de grupos especializados por la capacidad técnica? ¿O 
acaso sería un agrupamiento especial que se piensa determinar en esta Dirección, donde se busca agrupar a los trabajadores en 
función de su propia especialidad? 


El inciso E), por su parte, hace referencia a proponer y ejecutar programas de proyectos de orientación laboral y formación 
profesional, pudiendo para ello celebrar convenios con organismos públicos, entidades privadas nacionales, extranjeras e 
internacionales. Se trata de un buen abanico universal en lo que refiere a la posibilidad de convenios a celebrar. Naturalmente, 
coincidimos con la buena intención del Ministerio, pero el comentario que nos surge es si no es evidente la necesidad de tener en 
cuenta la demanda de oferta existente en el mercado laboral actual. Obviamente, podremos hacer muchos convenios, pero es 
fundamental tener información sobre la realidad del mercado actual -incluso semanalmente- en lo que refiere a la formación de 
oficios y técnicas. Esto, a su vez, debe estar coordinado con el sistema educativo, porque si vamos a preparar gente para el 
mercado laboral, no nos tiene que pasar lo que ocurrió en algún momento en la zona franca de Montevideo, donde se estaba 
precisando mayor cantidad de muchachas y muchachos con conocimientos en programación y computación y como el mercado 
educativo nuestro no había preparado suficientes jóvenes, se estaba trayendo personal entendido desde la Argentina. Entonces, 
parece claro que lo primero sería saber cuál es la demanda del mercado laboral, de modo que el mercado educativo estuviera 
orientado a esa demanda. En este sentido, nos gustaría escuchar algunos comentarios de parte del Ministerio, sobre todo en 
relación con este literal E), que tiene que ver con la Dirección Nacional de Empleo. 


Los demás literales no nos merecen mayores comentarios —tal vez sólo algunos de carácter técnico, sobre la JUNAE- por lo que 
dejamos planteadas nuestras preguntas en relación con el artículo 297. 


SEÑOR MINISTRO.- Por mi parte, voy a responder en términos generales. Si me quedara algo pendiente, completará la 
información la Inspectora General y la Directora Nacional de Coordinación con el Interior. 


En relación con la primera pregunta, referida a los 35 negociadores, debo decir que el problema es que ya hicimos el concurso. 
Cuando el PNUD nos planteó la contratación, hicimos un llamado público, al que se presentaron 240 aspirantes, entre ellos, 
abogados, contadores, técnicos laboralistas y escribanos. Se seleccionaron 40 -según sus méritos, es decir, de acuerdo con los 
antecedentes presentados- los que participaron de un curso que duró semanas y que fue impartido por distintos educadores. Luego 
de finalizado el mismo, se realizó un concurso donde se clasificaron 35 de ellos, aunque se van a tomar 30. Así, los 30 primeros 
quedaron calificados para ingresar y los demás quedaron como suplentes, pero como también hubo alguna renuncia, tuvo que 
integrarse alguno de la lista de suplentes. 


Nosotros, al pensar en incorporar negociadores, nos planteábamos tener en cuenta el concurso realizado, sabiendo que algunos 
van a renunciar y la lista va a quedar incompleta. Entonces, no vamos a poder completar con la lista que teníamos, por lo que 
habrá que realizar un nuevo concurso. 


En cuanto a los 19 inspectores a los que se refería la señora Inspectora General, que tenemos que completar para condiciones 
generales de trabajo, efectivamente estamos recurriendo a trabajadores de la función pública. Y nos encontramos con algunos 
problemas, que tienen que ver con la distinta escala salarial que se maneja en la función pública. Entonces, si vienen como 
integrantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, muchos de ellos ven rebajado su nivel salarial y no les interesa. Pero de 


todas maneras estamos tratando de recorrer ante todo ese camino. Si no encontramos quien pueda cubrir las vacantes, lo vamos a 
hacer por concurso abierto. Pero por concurso va a ser; eso está claro. No va a ser por una selección hecha sin criterio o a dedo. 


En cuanto al tema del empleo, quizás sea más larga la respuesta, porque nosotros -incluso lo mencionamos hace un rato- nos 
encontramos con que dentro de lo que se llamaba "políticas de empleo" existían los cursos de reconversión laboral, que se 
realizaban a partir de una serie grande de posibilidades que surgían del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y se llamaba a 
gente que quisiera realizarlos. Y la gente los realizaba, sobre todo cuando se le pagaba media Unidad Reajustable por día de 
curso. Yo comentaba en otras ocasiones que asistía a conversaciones entre gente que ¡iba al seguro de desempleo, estudiaba las 
posibilidades del curso y tenía en cuenta el número de horas que tenía cada curso, porque cuantas más horas tenía, más Unidades 
Reajustables cobraba. Incluso, algunos tenían en cuenta si el curso tenía más horas, pero divididas en menos días o menos horas 
con días más cortos. Es decir que lo que se buscaba no era la reconversión, sino fundamentalmente cobrar el viático. Y es muy 
difícil reconvertir trabajadores si no se reconvierten las empresas, porque de alguna manera si los metalúrgicos se quedan sin 
trabajo y estudian carpintería para probar suerte en ese campo y, a su vez los carpinteros se quedan sin trabajo y hacen cursos 
metalúrgicos, termina ocurriendo que los dos quedan desempleados después del curso. Entonces, no compartimos esas políticas 
de formación para el empleo, sino que precisamente vamos por el camino que señalaba el señor Senador: a través del observatorio 
del mercado de trabajo o la conexión directa con el sector empresarial, saber qué actividades requieren mano de obra. 


Hace poco tiempo firmamos un convenio para formar 900 soldadores, originalmente para la empresa BOTNIA, que necesita esa 
cantidad de soldadores, pero que sabemos que van a reciclar en ENCE y probablemente también en la Refinería de La Teja. Y ese 
convenio se firmó con BOTNIA; con la Facultad de Ingeniería; con la UTU; con la Cámara de Industrias; con el Sindicato 
Metalúrgico; con el Sindicato de la Construcción; con el Ministerio de Industria, Energía y Minería; con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social; y con ANCAP. 


Lo hicimos en el entendido de que, de acuerdo con las conversaciones que mantuvimos con representantes de Botnia, esta 
empresa va a hacer todos los esfuerzos para tomar mano de obra nacional; recién podría llegar a contratar trabajadores del exterior 
en la medida en que no podamos proporcionar gente capacitada. 


El artículo refiere a ese objetivo, que surge, precisamente, de la demanda de mano de obra, ante lo cual será preciso coordinar los 
mayores esfuerzos para capacitarla. No se trata de preparar gente para ver qué pasa, sino que primero hay que ver qué se 
necesita para entonces hacer el esfuerzo de capacitación. 


También en este artículo están comprendidas las políticas activas de empleo. Sobre el particular, hoy me refería a la cooperación 
internacional para generar puestos de trabajo, que incluso la hay pese a no haber sido necesariamente gestionada por este 
Gobierno, sino por el anterior. Por ejemplo, los acuerdos de cooperación con Italia vienen del Gobierno anterior; se trata de veinte 
millones de euros que están acordados, pero la Administración pasada no utilizó ni un euro, cosa que tampoco ha hecho la nuestra. 
En principio no se hizo porque los intereses eran altos, del 5%. Antes de asumir, los intereses en materia de cooperación con 
España eran del 5%, pero ahora son del 2%. A su vez, la cooperación italiana plantea que los recursos lleguen, a quien los solicite, 
a un máximo de 5,5%, con lo que surge un nuevo problema. 


De todos modos, sigo con el primer tema, en el sentido de que esto antes era caro y ahora no lo es, pero tampoco se ha usado un 
solo euro porque hay dificultad con los bancos que prestan su dinero a mayor interés que el que los acuerdos de cooperación 
pretenden. 


Nos planteamos interactuar con distintos organismos del Estado para ver cómo inventamos alguna forma para solucionarlo. En 
realidad, tendríamos que seguir el camino del Gobierno anterior, que inventó el fideicomiso de la leche y el del arroz para hacer 
llegar dinero a empresarios que, porque tenían balance en rojo, no podían obtener un crédito. Sin embargo, como el fideicomiso no 
asegura al empresario, sino al producto, por esta vía se podría asegurar un financiamiento para trabajar. Hay que buscar elementos 
comunes; en ese sentido, hemos encontrado, por ejemplo, la amatista en Artigas, entre otros, para usar el instrumento del 
fideicomiso. En ese sentido, estamos interactuando con la Corporación Nacional para el Desarrollo —que está vinculada a esta 
forma de cooperación- con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y con otros Ministerios. El papel que le cabe al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social como ventanilla de entrada de proyectos, es evaluar la relación que hay entre la inversión y los puestos 
de trabajo que se generan. Si estos últimos son adecuados a la inversión, el proyecto califica y pasa a ser evaluado por la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. O sea que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no actúa solo, sino que lo hace en el marco 
de una interacción de las políticas de empleo que mencionaba anteriormente y los subprogramas de empleo que ingresan por 
nuestra Cartera. Esto es lo que incorporamos en este artículo. 


En la Cámara de Representantes se nos preguntó si queríamos actuar como Banco, y nosotros respondimos que Dios nos libre de 
ello, porque vamos a tener que guiarnos por Basilea ll y por las normas del Banco Central, quedando entonces un poco limitados 
para actuar. En la versión taquigráfica de la Cámara de Representantes consta que nosotros queremos operar a modo de Banco 
pero, en realidad, se trata de un error ya que nosotros dijimos exactamente lo contrario. Entonces, es en ese sentido que queremos 
desarrollar políticas de empleo distintas a las que se venían aplicando. De alguna manera pensamos que esto está operando; ya se 
presentaron proyectos, algunos de los cuales están en la órbita de la OPP, pero todavía no se han concretado. 


Esto es lo que quería manifestar en cuanto a la parte general. Para responder los aspectos que faltan, voy a ceder el uso de la 
palabra a la Inspectora General y a la Directora Nacional de Coordinación con el Interior. 


SEÑORA NARDUCC!I.- Apenas voy a hacer un comentario porque el señor Ministro fue muy exhaustivo en su fundamentación. 


Quiero redondear el concepto en cuanto a la dificultad de poder lograr, dentro de los funcionarios presupuestados del Estado, 
perfiles que puedan ocupar cargos especializados, técnicos; además, queremos establecer un tope de 40 años de edad para 
cuando se realicen concursos. De alguna manera queremos incorporar fuerza de trabajo que pueda permanecer -luego de la 
capacitación que, necesariamente, se va a realizar para esos nuevos Inspectores- por lo menos 20 años en la función pública como 
Inspectores de trabajo. Dentro de lo que es el bolsón de funcionarios de Servicio Civil o de los funcionarios presupuestados del 
Estado, no resulta viable poder reunir todas esas condiciones. Es decir que más allá del aspecto salarial que señaló el señor 
Ministro, existen estos otros ingredientes. Se requiere capacitación en un área especializada en los temas de seguridad y salud y, 


por tanto, los perfiles que se van a tener que reunir tienen que ver con la medicina, la arquitectura, la ingeniería, la química y las 
carreras de técnicos prevencionistas. 


Por otro lado, reitero que se va a tratar de incorporar gente con un tope de 40 años de edad porque, en la actualidad, el promedio 
de edad de los inspectores de trabajo es de 45 años. La función de inspector implica, sobre todo en el área específica de seguridad 
y salud, una cierta exigencia física que, a veces, se dificulta por la edad. Muchas veces deben subir andamios y escaleras de la 
industria de la construcción que no están completas y, a veces, esto implica subir varios pisos. 


SEÑORA LAGARMILLA.- Voy a complementar lo manifestado porque creo que ha quedado claro cuál es el tipo de política activa 
de empleo que se pretende. 


Quisiéramos referirnos —ante alguna pregunta formulada por el señor Senador Heber- al tema de planes de colocación para grupos 
especiales de trabajadores. Quiero enmarcar todo esto dentro de la terminología de la OIT que, en los Convenios internacionales, 
habla de "colocación" y no de "inserción laboral". Además, quiero decir que cuando mencionamos "grupos especiales", nos 
estamos refiriendo, por ejemplo, a jóvenes, mujeres, o personas con discapacidad, que requieren, precisamente, un tratamiento 
distinto, con planes o programas específicos para su inserción laboral. Este es uno de los cometidos básicos del Ministerio, que 
tiene que figurar a texto expreso y añadido a los cometidos asignados por la Ley N* 16.320. 


En cuanto a los convenios, debo decir que coincido con el señor Senador Heber porque creo que lo que hay que hacer es articular 
el mercado de trabajo con la educación y plasmar esto en realidades. 


Considero que este es un gran tema pendiente que tiene nuestro país y que debemos aunar esfuerzos para que, en definitiva, 
nuestros jóvenes puedan encontrar su ocupación en el Uruguay. 


En este sentido, el Ministerio está trabajando para concretar convenios con todos los organismos de la educación, por ejemplo, el 
que se ha mencionado con relación a las empresas de celulosa -que es específico- en donde están participando trabajadores, 
empleadores, Ministerio de Industria, Energía y Minería y también la Universidad del Trabajo del Uruguay. Es decir que este es, 
precisamente, un ejemplo de cómo se puede trabajar en conjunto para no multiplicar esfuerzos y para obtener el resultado 
deseado. Entonces, creo que este es simplemente un cometido que luego debe plasmarse en la realidad. 


En segundo lugar, destaco la importancia de lo que es el observatorio del mercado de trabajo, que apunta a tener un examen 
riguroso sobre la realidad y sobre la evolución de dicho mercado. Creo que este es un instrumento muy necesario porque nos va a 
permitir ir estudiando y analizando todas aquellas modificaciones relativas a la oferta y demanda de trabajo. 


Entonces, a partir de una buena información del mercado de trabajo, se van a poder adoptar buenas decisiones en materia de 
políticas, de programas y de planes que deba desempeñar la Dirección Nacional de Empleo. 


En tercer término, queríamos referirnos también a experiencias que se están teniendo en el interior del país, porque no solamente 
estamos contemplando la realidad de Montevideo. Esto ha requerido de una participación activa del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y, en este sentido, puedo decir que hemos estado presentes en varios departamentos, visitando emprendimientos 
productivos y articulando esfuerzos. Es el caso, por ejemplo, de la amatista en Artigas. Aquí estamos trabajando para que todos 
aquellos que son extractores de piedras semipreciosas puedan añadirle valor a estos productos a través de un trabajo y esto puede 
hacerse articulando esfuerzos. Al respecto hay que tener en cuenta que, con la cooperación de la Unión Europea, Artigas tiene un 
centro PAOF de formación profesional —tanto en materia de trabajo en piedras semipreciosas como en cueros- que es sumamente 
interesante y que cuenta con unas instalaciones excelentes. Quizás allí debamos cumplir un rol importante en articular esa 
educación y esa formación que se le va a dar a los jóvenes de Artigas, con la aplicación del diseño industrial, que es lo que le 
añade valor al producto de la piedra semipreciosa. 


Entonces, creo que se está trabajando en este sentido y este articulado lo que hace es darle un soporte jurídico a los desarrollos 
que se están haciendo -y a los que se proponen hacer- tanto en Montevideo como en el interior del país. Esto es teniendo en 
cuenta, especialmente, las enormes dificultades que a veces se tiene en el interior para poder desarrollar emprendimientos 
productivos que ocupen mano de obra local. Este es nuestro máximo interés, es decir, tratar de que la gente del interior del país no 
siga emigrando a la capital, sino que pueda quedarse en su lugar de nacimiento o donde habita para poder arraigarse y tener un 
desarrollo productivo en la zona que, en definitiva, también permita mejorar la calidad de vida de todos los habitantes del interior. 


A grandes rasgos, otros de los temas que podríamos abordar es el de los Planes Migratorios. Esto no es algo nuevo, por el 
contrario, el Ministerio lo viene desarrollando desde el año 1989 con la cooperación de la Organización Mundial de Migraciones. Se 
han celebrado muchísimos seminarios, en los que se ha analizado cuáles pueden ser los planes migratorios nacionales. Este tema 
se analizó mucho en épocas de crisis y se estudió cómo se comportaba el interior del país respecto a Montevideo. Hemos 
observado que en los años 70 y 80 hubo migraciones importantes del interior hacia la capital, sin posibilidad de tener una fuente de 
trabajo estable y segura. 


Por lo tanto, consideramos que debe estar dentro de las facultades y cometidos que tiene el Ministerio y, en especial, la Dirección 
Nacional de Empleo, el análisis de las circunstancias y coyunturas que se presentan. La idea es tratar de fortalecer planes hacia un 
punto geográfico del país —no se trata solamente de planes de instalación de empleo, cuando hablamos de planes migratorios nos 
estamos refiriendo a algo mucho más profundo- en los que se tenga en cuenta a los operadores locales y toda la infraestructura 
necesaria para la instalación en determinadas zonas. 


En términos generales, hemos contestado las preguntas planteadas. Como dije antes, esto no es ninguna novedad. Por el 
contrario, esto lo están llevando adelante todos los Ministerios de Trabajo de la región y del mundo. 


Por este motivo, lo que se está solicitando, a nivel del área de empleo, es que se tengan las competencias necesarias, sobre todo, 
cuando la Dirección Nacional de Empleo, de alguna manera, convive con la Junta Nacional de Empleo, que también tiene sus 
propios cometidos establecidos por la Ley N* 16.330 ya citada. Del mismo modo, se solicita que el propio Ministerio pueda 
desarrollar sus políticas, sus estudios y sus análisis para tener capacidad de respuesta con relación a los temas que se abordan en 
el articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de conceder el uso de la palabra al señor Ministro y a los señores Senadores, la Mesa informa que 
ya se encuentra en antesala la delegación del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR MINISTRO.- Muy brevemente, señor Presidente, para complementar la última parte de la pregunta relacionada con las 
migraciones quisiera agregar lo siguiente. En realidad, los trabajadores que viven a 20 ó 30 kilómetros de las fronteras dentro del 
MERCOSUR tienen derecho a trabajar en uno u otro país, en la medida en que se cumpla la normativa laboral y se esté registrado 
en el Banco de Previsión Social. Si el trabajador está por fuera de esos 20 ó 30 kilómetros o si pertenece a otro país, la Oficina 
Nacional de Migraciones coordina con la Dirección Nacional de Empleo la posibilidad de encontrar trabajo para la gente que viene 
al país. A eso refiere también la pregunta. Por eso decimos que nosotros tenemos que establecer la coordinación que, aunque no 
siempre se ha hecho, es necesaria. 


Por estas razones, planteamos esta solicitud en el marco del Presupuesto. 
SEÑOR DA ROSA..- Brevemente, quisiera plantear dos preguntas. 


Por un lado, estaba escuchando todo lo referido a la actividad que se desarrolla, fundamentalmente, en la coordinación de acciones 
con el interior en todo lo que tiene que ver con la Dirección Nacional de Empleo y el tema de los Planes de Capacitación, los cuales 
nos parecen sumamente importantes. Efectivamente, es allí donde está en gran medida la posibilidad de la gente de encontrar una 
fuente laboral, ganarse el pan, mantener su familia y quedarse en su lugar de origen. 


Desde que se crearon la Dirección Nacional de Empleo y la Junta Nacional de Empleo se establecieron cometidos tendientes a 
propiciar la capacitación, lo que está bien y es muy importante. Pero también se me ocurre que, en muchos aspectos, es necesario 
establecer mecanismos de coordinación con determinadas entidades de la Enseñanza —estoy pensando, por ejemplo, en el sector 
técnico — profesional de la ANEP- porque, de lo contrario, a veces sucede —no quiero decir que esté ocurriendo en este caso en 
particular, pero es una práctica muy común en el Estado uruguayo- que ciertas reparticiones del Estado funcionan como pequeñas 
repúblicas en las que se cumplen casi los mismos cometidos, pero como una pertenece a determinado organismo, no tiene nada 
que ver ni coordina absolutamente nada con otra que, reitero, hace casi las mismas cosas. Por eso me parecía muy importante -ya 
que estamos hablando de la capacitación- destacar el papel sin duda relevante que en este caso juega la Dirección Nacional de 
Empleo en cuanto a la coordinación. 


Me consta, por ejemplo, la coordinación que se mantiene con las Intendencias Municipales y creo que es muy importante, pero mi 
pregunta apunta a los canales de coordinación con la educación técnico — profesional que tiene una evidente vinculación con la 
capacitación. 


La otra pregunta que quiero formular, no tiene que ver con lo estrictamente previsto en este proyecto de ley de Presupuesto. 
Cuando votamos en el Senado la ley que creó el Ministerio de Desarrollo Social planteamos el tema del INDA ya que, por los 
cometidos que esa repartición tiene, parecería lógico que pasara a formar parte de la estructura que se crea con el nuevo 
Ministerio. Tanto los planes de alimentación en los comedores, como la distribución de canastas —que se realizan en convenio entre 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por parte del INDA y las Intendencias Municipales- pensamos que es obvio que pasen a 
ser cometidos del Plan de Emergencia funcionando bajo la órbita del Ministerio de Desarrollo Social. Ahora advertimos que en el 
proyecto de ley de Presupuesto no hay ninguna norma que refiera concretamente al INDA, ni dentro del Ministerio de Desarrollo 
Social, ni dentro del articulado del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En consecuencia, queremos saber cuál es la intención 
a este respecto ya que, en alguna oportunidad, se nos dijo —o trascendió en la prensa- que cuando se aprobara el Presupuesto 
Quinquenal se iba a dar una solución definitiva al tema, estableciendo dónde iba a quedar realmente el INDA dentro de la 
estructura del Estado, es decir, si iba a permanecer dentro del Ministerio de Trabajo o si pasaría definitivamente al Ministerio de 
Desarrollo Social. De acuerdo con lo que hemos leído en el articulado del proyecto, parecería que por ahora el INDA mantiene sus 
funciones dentro de la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero nos gustaría que el señor Ministro y las jerarquías 
de la Cartera que lo acompañan, profundizaran un poco más sobre este aspecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Respecto a lo que plantea el señor Senador Da Rosa en cuanto a la coordinación con las unidades de 
capacitación, nos parece adecuado lo que ha señalado y, de alguna manera, ya lo estamos haciendo. Hemos hablando del tema 
con las autoridades de la UTU y de la Universidad de la República, y tenemos algunos problemas que debemos solucionar -incluso 
los mencionaba cuando hice referencia al convenio que firmamos para la capacitación de 900 soldadores- ya que, muchas veces, 
cuando actuamos a demanda, hay que formar rápidamente determinada cantidad de profesionales que requieren un nivel de 
formación alto, es decir, de especialización. No estamos hablando de soldadores que egresan de la UTU, sino de gente que tiene 
un nivel de trabajo. 


Se requiere que esto se haga rápidamente, pero resulta que la educación curricular no actúa tan rápidamente. Entonces, tenemos 
que ver cómo solucionamos este problema. Por otro lado, se ha creado una cantidad de entidades de capacitación que estamos 
evaluando, porque algunas de ellas cumplen un papel, pero otras sólo crean sus propios puestos de trabajo. De todas formas, 
como dice el señor Senador, tiene que coordinarse la formación con las unidades de capacitación que pertenecen al Estado y 
también tiene que perfeccionarse el sector privado. Estamos en eso, pero en el mismo sentido que se dice acá. 


Respecto al INDA y a su vinculación con el Ministerio de Trabajo o con el Ministerio de Desarrollo Social, hay que recordar los 
conceptos mencionados por el Presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez, cuando convoca a quienes vamos a trabajar en 
el Ministerio de Trabajo y surge el problema de dónde incluir al INDA. 


Hay que tener en cuenta que el Ministerio de Desarrollo Social tiene anexado un Plan de Emergencia. No se trató de la creación de 
un Ministerio en forma independiente, sino de un Plan de Emergencia con el que nos comprometimos en la campaña electoral y 
que debía durar dos años. Entonces, se plantea que el Plan de Emergencia sea llevado adelante por un Ministerio de Desarrollo 
Social a crear. Por más que este Ministerio trascienda el Plan de Emergencia, su primer tarea está vinculada a él. En determinado 
momento hicimos el siguiente ejercicio: cruzamos las prestaciones del INDA con el BPS y con el Ministerio de Desarrollo Social 
para ver qué tenían en común. Nos sorprendimos al encontrar que tiene muchas cosas en común con el BPS y muy pocas con el 
Ministerio de Desarrollo Social. La población que atiende el Ministerio de Desarrollo Social, salvo contados casos, no es la misma 
que la que atiende el INDA; concretamente, el Ministerio de Desarrollo Social atiende situaciones de indigencia y el INDA 
situaciones de pobreza, además de otros casos de necesidades alimentarias por enfermedad. Entonces, habría que determinar 


claramente cuál es su función y probablemente lo hagamos luego de los dos años previstos para el Plan de Emergencia. Por eso 
no hay nada previsto en el Presupuesto. 


SEÑOR LAPAZ.- Señor Presidente: queremos consultar al señor Ministro sobre el tema relacionado con el funcionamiento del 
Instituto Nacional de Alimentación, INDA. 


En su momento, teniendo en cuenta lo que se había hecho en años anteriores, habíamos planteado que en la época invernal, de 
más baja temperatura, los comedores del INDA funcionaban también los días domingo con comidas de emergencia. En este año no 
se realizó esa atención, aunque debo reconocer que el padre Monzón me llamó telefónicamente para decirme que si en el caso de 
Soriano así estaba dispuesto, se lo iba a autorizar. Pero estamos hablando de comida para todo el país, por lo menos en el 
invierno. 


También quería plantear lo siguiente. Antes, en los días feriados, se brindaban platos de emergencia para que la gente que lo 
necesitara pudiera estar en mejores condiciones. Asimismo, me gustaría saber si el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social va a 
realizar algún estudio en lo que tiene que ver con las tarjetas que se otorgan en acuerdo con las Intendencias Municipales. 


Por otro lado, me gustaría señalar que los comedores de INDA están resultando chicos, teniendo en cuenta cómo ha crecido la 
"clientela" —entre comillas- con la que cuentan. Indudablemente, creo que habría que adecuarlos a la nueva situación y, en lo 
personal, no sé si hay alguna previsión presupuestal para que, en acuerdo con las Intendencias Municipales, se puedan mejorar 
esos servicios no sólo desde el punto de vista locativo. En concreto, me refiero a la cantidad de personal con que cuenta —que 
generalmente lo establecen las Intendencias Municipales- así como también, la cantidad de heladeras y "freezer" de que estos 
comedores disponen para mantener en condiciones los comestibles. Planteo esto porque sé que las cocinas de estos comedores 
terminan resultando cada vez más pequeñas. 


Asimismo, me gustaría saber cuál será la política del Ministerio con respecto a la gente que se encuentra desocupada, teniendo en 
cuenta que hubo un programa por el cual, durante seis meses, se le permitió contar con el servicio de comedor, posteriormente 
pudieron renovarlo por tres meses más y, luego, finalizó. Hago este planteamiento porque sé que estas personas desocupadas - 
hasta tanto puedan obtener un trabajo- en forma reiterada, se presentan ante los Municipios a los efectos de conseguir la tarjeta 
para comer. 


También queríamos preguntar si el Ministerio analizó el tema de las compras para los comedores. Digo esto porque sería 
importante tener en cuenta a los comercios y a los productores del departamento en el que está instalado el comedor. Pienso que 
de esta manera, los pequeños productores podrían beneficiarse al vender su producción. Generalmente se hacen licitaciones, las 
cuales son ganadas por grandes empresas y trasladan los productos a los distintos departamentos. Esto, a mi juicio, va en 
desmedro de los pequeños productores que muy bien podrían estar beneficiándose. 


En otro orden de cosas, quisiéramos saber cuál va a ser la política del Ministerio en lo que tiene que ver con las canastas. Como es 
sabido, en el período anterior han habido variables. Se llegó a una canasta de catorce kilos y como luego se volvió a analizar, 
queríamos consultar sobre el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, para responder las preguntas del señor 
Senador Lapaz, aunque no todas ellas estén vinculadas al Presupuesto Nacional. 


SEÑOR MINISTRO.- En realidad, me pregunto cuál cuestión está vinculada con el Presupuesto. No tengo problemas en 
responderlas pero, aclaro, que no están vinculadas con el Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera pedirle al señor Ministro que, en la medida de lo posible, su respuesta sea breve, porque el señor 
Ministro de Transportes y Obras Públicas ya ha llegado y está esperando ser recibido. 


SEÑOR MINISTRO.- Casi todo lo que ha planteado el señor Senador se está estudiando. En la medida en que uno no puede 
responder fuera de contexto, creo que algún año hubo en la vida del país en el cual, dar de comer todos los días a quien no tenía 
trabajo era urgente, ya que pasamos por una crisis terrible. Esa no era la política general de INDA, sino que era una política para 
atender una emergencia muy grave. 


En los Gobiernos anteriores quedaron de lado esas políticas luego de superada la situación. Nosotros llevamos ocho meses en el 
Ministerio y nos estamos planteando muchas cosas de estas. Por ejemplo, estamos estudiando el posible funcionamiento de los 
días domingos. 


En cuanto a la reinscripción, podemos decir que el Director de INDA y sus más directos colaboradores están recorriendo el país 
ocupándose del tema. 


Con relación a los comedores chicos, cabe señalar que el Director de INDA tiene un concepto respecto al funcionamiento de los 
mismos, porque entiende que no debe ser sólo un lugar donde la gente come, sino un espacio en el que se la integra a 
determinados aspectos de la vida que trascienden la alimentación, dando un rumbo diferente a las personas que concurren allí; por 
tal motivo, está estudiando el tema muy atentamente. 


En lo que tiene que ver con la gente desocupada, sinceramente, no tengo respuesta. 


Con respecto a las compras para los comedores, a partir de una regularización que hizo el último Director de INDA antes del Padre 
Monzón, podemos señalar que las compras las hacía a través de la UCA y era difícil descentralizar demasiado, porque se 
centralizaba el pago. Entonces, como por ahora, por lo menos, eso lo estamos manteniendo, tenemos dificultades. Inclusive, el 
tema de las canastas variables está vinculado el mismo problema. Cuando el anterior Director de INDA se encontró con que había 
un desfinanciamiento pasó, efectivamente, de las canastas de 14 quilos a las de 7 quilos. Antes se había pasado de la de 4 quilos a 
14 quilos, pero surgió el problema de cómo se financiaba eso. Cuando se trató de regularizar, una de las formas de financiar era 
bajar a 7 quilos porque, de lo contrario, no había financiación posible. Por tal motivo nos estamos manejando con las canastas de 7 
quilos. 


SEÑOR LAPAZ.- Quisiera referirme a un tema económico dentro del Presupuesto, que está relacionado con el costo de los tiques 
de los comedores de INDA. En alguna oportunidad se manejó la idea de que no se le debería dar gratis la comida a toda la gente 
que concurre a los comedores de INDA. Digo esto, porque hay una diferencia enorme entre la gente que tiene que acceder a la 
comida, ya que unos pagan algo más de $ 40 —no sé en cuánto está exactamente el precio del tique- y otros no pagan nada, es 
decir que no hay capas intermedias. En mi opinión, tal vez, de acuerdo con los ingresos, podría tenerse en cuenta que INDA 
marcara uno o dos tercios, la mitad o la cuarta parte del valor, para que gente que no puede no pague, pero otra que recibe un 
ingreso mucho menor, pagara algo y así no ocurriría que unos paguen todo el valor y otros no paguen nada. 


El otro tema que quería mencionar —aclaro que no es presupuestal- es el del menú, porque muchas veces, por ejemplo, en invierno 
se les da pescado en la comida y la gente de menores recursos está más acostumbrada a la comida de olla o caliente. 


SEÑOR MINISTRO.- En rigor a la verdad, para responder esto tendría que improvisar; prefiero no hacerlo y plantearlo como tema a 
estudio. Pero sí diría que INDA se provee muchas veces por donaciones que surgen del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y está asesorado por nutricionistas que indican el valor alimenticio, que es por lo que nos guiamos. 


El resto de la pregunta no quisiera responderla porque tendría que improvisar. De todas maneras, solicito al señor Presidente que 
otorgue cinco minutos para que el doctor Rodríguez, asesor en el tema de seguridad social, amplíe rápidamente en dicho aspecto 
que hemos dejado para el final. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Voy a hablar en forma muy breve, atendiendo a la limitación de tiempo planteada. 


Concretamente el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en virtud de ser la Cartera responsable en materia de seguridad social, 
ha recibido un memorándum del Banco de Previsión Social donde expresa sus inquietudes en torno a un conjunto de disposiciones 
que están contenidas en el proyecto de Presupuesto que no son precisamente los Incisos de los que hemos venido hablando, sino 
que refieren al Ministerio de Relaciones Exteriores, Educación y Cultura, Salud Pública y Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente que están referidas al Capítulo de normas tributarias que figura en la parte final. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha estudiado las inquietudes planteadas por el Banco de Previsión Social y comparte, 
en buena medida, las argumentaciones que allí se desarrollan. 


En lo que respecta al Ministerio de Relaciones Exteriores, en el artículo 141 del proyecto de Presupuesto aprobado por la Cámara 
de Representantes, se plantea una modalidad de aportación para el caso de los funcionarios de la Cancillería, y en ese sentido 
existe una incongruencia en el régimen de aportación, puesto que el aporte personal se haría por la cifra que correspondería a los 
ingresos si la función se prestara en la República, y la aportación patronal, que no está resuelta en la formulación del artículo, se 
haría por el principio de la remuneración real que efectivamente recibe el funcionario que desempeña esa tarea en el exterior. 


Por lo tanto, se comparte la idea de que el artículo 141 establezca una forma de aportación tanto patronal como personal en 
función de la retribución que percibiría el funcionario si cumpliera las actividades en el territorio nacional. Esto está en línea con lo 
dispuesto por el artículo 75 de la Ley N* 15.851 y el Decreto Reglamentario N* 318/03. 


En relación al Ministerio de Educación y Cultura, se establece la inclusión de los gestores de proyectos culturales para que se 
puedan contratar bajo la modalidad de caché. En principio, esta modalidad es especial y está concebida fundamentalmente para la 
contratación de artistas. El Banco de Previsión Social y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social comparte el criterio y considera 
que no es adecuado incluir estos gestores de proyectos culturales bajo la modalidad de contratación de caché. Estoy hablando 
precisamente del artículo 218 del proyecto de Ley de Presupuesto aprobado por la Cámara de Representantes. Esta iniciativa 
reproduce el artículo 319 de Ley de Presupuesto anterior, la N* 17.296 e incorpora un ítem que hace referencia a los gestores de 
proyectos culturales. 


El artículo 225 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes alude a las exoneraciones que el Poder Ejecutivo 
hace a favor de las instituciones de fomento cultural. Esta es una técnica que ha sido cuestionada por la doctrina tributarista, en 
particular en cuanto al principio de legalidad. Nosotros compartimos esa formulación que hace el Banco de Previsión Social y 
planteamos que tal vez la forma de solucionar ese inconveniente pueda ser reformular el artículo estableciendo que los proyectos 
declarados de fomento cultural a que refieren los artículos 219 a 224 de la presente ley tendrán las siguientes franquicias en las 
condiciones, el alcance y la duración que en cada caso determinará el Poder Ejecutivo. 


Con respecto al Inciso referido a Salud Pública, se advierte por parte del Banco de Previsión Social un inconveniente que, tal como 
está planteado en el proyecto de Presupuesto, estaría impidiendo resolver la problemática que se pretende solucionar. En ese 
sentido, exhortamos a que el Ministerio de Salud Pública coordine una forma más adecuada de redacción para esos artículos, 
conjuntamente con el Banco de Previsión Social. 


En lo que tiene que ver con las normas tributarias, el Banco de Previsión Social ha planteado la necesidad de asimilar a esa 
Institución facultades que tiene la Dirección General Impositiva, que son modificaciones que se plantean en este proyecto de 
Presupuesto. A efectos de obtener una armonía entre los distintos organismos de recaudación tributaria, se considera conveniente 
establecer facultades similares. Concretamente, nos referimos a los artículos 422, 430, 432, 433 y 434, en los que habría que hacer 
una adecuación relativa al artículo que habla de la posibilidad de dar a publicidad el nombre de los contribuyentes que han 
cometido defraudación tributaria por un monto determinado que en el proyecto de Presupuesto es 1:700.000 Unidades Indexadas. 


Nosotros pensamos que dicha redacción debe adecuarse a las particularidades que tiene el Banco de Previsión Social y a su 
vínculo directo con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a diferencia del caso de la Dirección General Impositiva, donde esa 
relación se da, naturalmente, con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


En consecuencia, compartimos la idea de que el Banco de Previsión Social cuente con las prorrogativas que le otorgan los artículos 
430, 432, 433 y 434 del proyecto de Presupuesto, para que se le extiendan al Banco de Previsión Social, con las adecuaciones que 
sugerimos. 


Básicamente, esas son las inquietudes que quería dejar planteadas este Ministerio, en tanto Cartera competente en materia de 
seguridad social. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y de sus asesores. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y sus asesores.) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


